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AMPARO DIRECTO 273/2026 
QUEJOSO:  **** ****** ****** 
*******

1

PONENTE: MAGISTRADO JUVENAL CARBAJAL DÍAZ
SECRETARIA: CLAUDIA CRUZ RAZO

Ciudad de México. El Decimosegundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, en sesión ordinaria virtual 
correspondiente al treinta de septiembre de dos mil veintiséis, emite la 
siguiente.

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve el amparo directo 273/2026 promovido 
contra la sentencia dictada el cuatro de marzo de dos mil veinticinco, 
por la Sexta Sala Regional en la Ciudad de México del Tribunal Federal 
de Justicia Administrativa en el juicio de contencioso administrativo 
****************

2
.

El problema a resolver por este Tribunal Colegiado consiste en 
determinar los alcances de las atribuciones previstas en el artículo 77 
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

ANTECEDENTES3 Y TRÁMITE

1. Contrato de obra pública. El veintidós de septiembre de dos mil 
veintidós, el Aeropuerto Internacional Benito Juárez de la Ciudad de 
México y Obras Viales y Señalizaciones, sociedad anónima de capital 
variable suscribieron, por conducto de sus representante legales, el 
contrato de obra pública  ***************** 4, derivado del 
procedimiento de adjudicación directa nacional  *****************
**** 5.

2.  **** ****** ****** *******
6
 era servidor público adscrito a la 

Subdirección de Ingeniería de dicho aeropuerto, fungió como requiriente 
y responsable de la ejecución de los trabajos y administrador del 
contrato de referencia. 

3. Procedimiento de fiscalización. El veinticuatro de abril de dos mil 
veintitrés, el titular del Área de Auditoría Interna, Desarrollo y Mejora de 
la Gestión Pública, en Aeropuerto Internacional de la Ciudad de México, 
sociedad anónima de capital variable, y Servicios Aeroportuarios de la 
Ciudad de México sociedad anónima de capital variable ordenó el 
procedimiento fiscalización *******

7
. 

4. Lo anterior, para cumplir con el “Programa Anual de Fiscalización 2023” 
respecto a las Direcciones de Administración y Operación de dicho 
aeropuerto y por cuanto a la administración de contrataciones públicas 

1 Nombre de la persona quejosa.
2 Número de expediente del juicio de nulidad.
3 Antecedentes obtenidos del expediente del juicio contencioso administrativo.
4 Número de contrato.
5 Número de adjudicación.
6 Nombre de la persona quejosa.
7 Número de procedimiento.
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2

en materia de obras y servicios relacionadas con las mismas, en 
particular, el contrato *****************

8
. 

5. En el procedimiento se verificó la información correspondiente al 
proceso de adjudicación directa y se constató, no se presentó el escrito 
que contenía la justificación del supuesto de excepción a la licitación 
pública en términos del artículo 41 de la Ley de Obras Públicas y 
Servicios Relacionados con las Mismas. 

6. Denuncia de hechos. El diecisiete de noviembre de dos mil veintitrés, 
el titular del Área de Auditoría Interna, Desarrollo y Mejora de la Gestión 
Pública de la aludida sociedad denunció ante el Órgano Interno de 
Control de dicho sociedad lo siguiente:

“… en la época de los hechos, no se presentó a esta área de Auditoría 
Interna, Desarrollo y Mejora de la Gestión Pública, el escrito de 
justificación del supuesto de excepción a la licitación pública, en el que se 
acreditaran el o los criterios en lo que se funda el ejercicio de la opción de 
adjudicación directa, conforme a lo establecido en los artículos 41 y 42 de 
la Ley de Obras Publicas y Servicios Relacionados con las Mismos, y 73 
de Su Reglamento de la adjudicación directa del contrato de obre pública 
número *****************

9
,…”.

7. Investigación. El veintiuno de noviembre de dos mil veintitrés, el titular 
del Área de Quejas, Denuncias e Investigaciones del Órgano Interno de 
Control de dicha sociedad radicó la denuncia bajo el expediente 
**************

10
 y ordenó el inicio de la investigación. 

8. El veintidós de noviembre de dos mil veinticuatro, la autoridad 
investigadora dictó acuerdo de calificación de falta administrativa en el 
cual, determinó la existencia de faltas administrativa no graves 
atribuibles a  **** ****** ****** ******* 11, con motivo de la falta de 
sustento documental sobre la procedencia de la adjudicación directa del 
contrato de obra pública *****************

12
. 

9. Ello, ante la omisión de elaborar y presentar para su autorización el 
escrito que contuviera la justificación del supuesto de excepción de 
licitación pública, en el que se acreditaran el o los criterios en los cuales 
se fundaría el ejercicio de la opción de adjudicación directa. 

10. En ese mismo acuerdo, se ordenó la elaboración del correspondiente 
informe de presunta responsabilidad, el cual se realizó el dos diciembre 
de dos mil veinticuatro. 

11. Substanciación del procedimiento. El trece de diciembre de dos mil 
veinticuatro, el Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 
Control Específico de la sociedad destacada recibió el informe de 
presunta responsabilidad y el expediente ************** 13.

12. El dieciocho de diciembre de dos mil veinticuatro, el titular del Área de 
Responsabilidad del Órgano Interno de Control Específico de la 

8 Número de contrato.
9 Número de contrato.
10 Número de expediente.
11 Nombre de la persona quejosa.
12 Número de contrato.
13 Número de expediente.
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3

sociedad de mérito admitió a trámite el informe de presunta de 
responsabilidad y dio inicio al procedimiento de responsabilidad. 

13. Resolución. El veintiocho de abril de dos mil veinticinco, el titular 
del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la 
sociedad destacada, en la cual determinó,  **** ****** ****** 
******* 14 era administrativamente responsable del incumplimiento de 
sus obligaciones previstas en los artículo 49, fracción I, de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, en relación con diversas 
disposiciones previstas en la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas y su Reglamento, así como del Acuerdo 
por el que se modifica el Manual Administrativa de Aplicación General 
en materia de obras públicas y Servicios Relacionados con las mismas. 

14. En virtud de lo anterior, se impuso al servidor público la sanción 
consistente en la inhabilitación para desempeñar otro cargo o comisión 
en el servicio público, así como para participar en adquisiciones, 
arrendamientos, prestador de obras públicas por el término de tres 
meses. 

15. Recurso de revocación. Contra dicha resolución, **** ****** ****** 
******* 15 interpuso dicho medio de defensa. Correspondió conocer del 
recurso al titular del Órgano Interno de Control en el multicitado 
aeropuerto. 

16. Resolución definitiva. El dieciséis de mayo de dos mil veinticinco, la 
autoridad resolvió en definitiva infundado el medio de defensa 
interpuesto y confirmó la resolución recurrida.

17. Juicio contencioso administrativo. Inconforme,  **** ****** ****** 
******* 16 promovió dicho proceso. Correspondió conocer del asunto a la 
Sexta Sala Regional en la Ciudad de México del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, donde se admitió a trámite y se registró con el 
expediente **************** 17.

18. El cuatro de marzo de dos mil veintiséis, la Sala dictó sentencia en 
los siguientes términos. 

19. Inicialmente precisó los alcances del principio de litis abierta y señaló, 
en tanto se controvertía la resolución por la cual se confirmó la diversa 
en la que se determinó la responsabilidad administrativa del actor y se le 
inhabilito de su cargo, el análisis del asunto se haría conforme a ese 
principio. 

20. La Sala calificó infundado lo referente a la presunta violación al artículo 
77 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas por cuanto 
la obligación reglada de la autoridad de abstenerse a sancionarle, al no 
existir elementos probatorios que demostraran una sanción previa. 

21. Ello, pues del análisis a esa disposición apreció, las autoridades 
sancionadoras en el procedimiento de responsabilidad administrativa 

14 Nombre de la parte quejosa.
15 Nombre de la parte quejosa.
16 Nombre de la parte quejosa.
17 Juicio contencioso administrativo de origen.
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tenían la facultad de imponer sanciones y en su caso, podrían 
abstenerse de hacerlo cuando no se hubiese sancionado antes al 
presunto responsable y no se haya actuado de forma dolosa. 

22. En ese contexto, el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas debía interpretarse que, el término “podrá” hacía 
referencia a la ausencia de obstáculos para abstener de imponer las 
sanciones correspondientes con motivo del procedimiento sancionador, 
y no como una facultad discrecional que implicara que la autoridad 
omitiera fundar y motivar sus actuaciones. 

23. Sobre tales bases, para la abstención de la autoridad sancionadora de 
imponer debían actualizarse dos supuestos: 1) la inexistencia de una 
sanción previa por la misma falta no grave y, 2) no haber actuado con 
dolo. 

24. Por otra parte, destacó la conducta imputada y por la que le sancionó al 
actor, medularmente consistente en la omisión de elaborar y presentar 
para su autorización el escrito que contuviera la justificación del 
supuesto de excepción de licitación pública, en el que se acreditaran el 
o los criterios en los cuales se fundaría el ejercicio de la opción de 
adjudicación directa del contrato de obra pública *****************

18
, 

y la cual no controvirtió en juicio.

25. Y al tenor de lo expuesto, se impuso del contenido de los artículos 49, 
fracción I, 75, 76 y 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, los cuales interpretó sistemáticamente y concluyó, para 
determinar la existencia de una responsabilidad administrativa no grave, 
la autoridad resolutora no estaba a obligada a determinar si la conducta 
fue dolosa o no, pues para ello no se requería estimar cometida la 
respectiva falta administrativa, y tampoco era un elemento de 
individualización. 

26. Ello, pues sería cuando la autoridad resolutora determinara no 
sancionar por actualizarse el beneficio, cuando debía justificarse la 
actualización de las hipótesis previstas en el artículo 77 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas. 

27. En virtud de lo anterior, si en el caso se le determinó 
administrativamente responsable y se le sancionó, no le asistía la razón 
por cuanto a la obligación de la autoridad a pronunciarse sobre el 
beneficio previsto en destacado artículo 77. 

28. También, fue infundado el argumento del actor por cuanto a que la 
autoridad omitió pronunciarse sobre la actualización de los requisitos 
previstos en el artículo 101 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, pues del estudio a la resolución impugnada advirtió lo 
contrario. 

29. De igual forma fue infundado el argumento referente a la omisión de la 
autoridad en observar lo establecido en el artículo 24 del “Acuerdo por el 
que se emiten los Lineamientos para el procedimiento de 
responsabilidad administrativa en la Administración Pública Federal”, el 

18 Número de contrato.
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cual establecía la obligación de analizar las circunstancias del asunto 
para determinar si se acreditaban los requisitos en los artículos 77 y 101 
de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, con 
independencia de si se solicitó el beneficio. 

30. Ello, pues consideró que el referido artículo 24 establecía, en los 
procedimientos de responsabilidades administrativas con motivo de una 
falta no grave, la autoridades resolutoras tenían la obligación de analizar 
la actualización de los requisitos previstos en los artículos 77 y 101 de la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas cuando determine 
no sancionar. 

31. Aunado a lo anterior, la Sala examinó, en atención a la pretensión del 
actor, si en el supuesto se actualizaban los supuestos previstos en el 
artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas.

32. Sobre el punto y tras valorar las pruebas exhibidas en el juicio 
contencioso administrativo determinó, no apreció que la conducta 
atribuida al actor no fuera dolosa, por lo cual, no procedía la aplicación 
del beneficio previsto en el multicitado artículos 77. 

33. En virtud de las anteriores consideraciones la Sala reconoció la validez 
de la resolución impugnada. 

34. Juicio de amparo directo. Inconforme, **** ****** ****** *******
19

 
demandó el amparo y protección de la justicia federal. Correspondió 
conocer de la demanda a este Tribunal Colegiado donde registró con el 
expediente 273/2026. 

35. Turno. Los autos se turnaron al magistrado Juvenal Carbajal Díaz.

36. Se tuvieron por formulados los alegatos de la autoridad tercera 
interesada. 

I. COMPETENCIA

37. Este Tribunal Colegiado es competente para conocer y resolver el 
presente asunto, en términos de los artículos 34 y 170, fracción I, de la 
Ley de Amparo; 35, fracción I, inciso b) y 36 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación; al haberse promovido contra una 
sentencia definitiva dictada por un tribunal administrativo con residencia 
en el circuito en el cual este órgano ejerce jurisdicción.

II. OPORTUNIDAD

38. La sentencia reclamada se notificó a la persona quejosa por boletín 
jurisdiccional el diez de abril de dos mil veintiséis, surtiendo sus 
efectos el quince siguiente, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 65, párrafo cuarto, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo.

39. El plazo de quince días previsto en el artículo 17 de la Ley de Amparo 
transcurrió del dieciséis de abril al once de mayo de dos mil 

19 Nombre de la persona quejosa.

C
L

A
U

D
IA

 C
R

U
Z

 R
A

Z
O

706a6620636a663300000000000000000001570c
28/04/29 12:24:58

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



AMPARO DIRECTO 273/2026

6

veintiséis, descontándose los días dieciocho, diecinueve, veinticinco y 
veintiséis de abril, así como, el uno, dos, tres, cuatro, cinco, nueve y 
diez de mayo del año en curso, de conformidad con el numeral 19 de la 
Ley de Amparo.

40. Si la demanda se presentó el treinta de abril de dos mil veintiséis, es 
oportuna.

III. CUESTIONES PREVIAS

41. No se transcribe la sentencia reclamada ni los conceptos de violación 
por no ser necesarios, pues la primera se encuentra agregada en el 
juicio contencioso administrativo, la cual se reproduce en copia 
certificada para agregarse al expediente; lo anterior no implica violación 
a los principios de congruencia y exhaustividad en la sentencia de 
amparo, como lo refiere la jurisprudencia 2a./J. 58/2010, de la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en su anterior 
integración, de rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. 
PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y 
EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES 
INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN”20.

42. No se analizaran los alegatos formulados por la autoridad tercera 
interesada porque el examen de tales planteamientos no resulta 
obligatorio para este órgano colegiado al no formar parte de la litis 
constitucional. Apoya lo anterior, por las consideraciones contenidas en 
la jurisprudencia por contradicción de tesis 27/9413, del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro: “ALEGATOS. NO 
FORMAN PARTE DE LA LITIS EN EL JUICIO DE AMPARO”. 

IV. ESTUDIO

43. Primer concepto de violación. Causa perjuicio a sus derechos 
humanos lo resuelto por la responsable respecto a que la autoridad 
tercera no tenía la obligación de pronunciarse acerca del beneficio 
previsto en el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

44. Ello, pues contrario a lo sostenido por la responsable, las atribuciones 
previstas en esa norma son regladas y no discrecionales conforme la 
jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación 2a./J. 58/2018 (10a.).

45. En virtud de lo anterior, si la facultad prevista en el referido artículo 77 
era reglada y no discrecional, el razonamiento de la responsable fue 
errado pues la autoridad tercera tenía la obligación de pronunciarse 
acerca de los beneficios previstos en la citada disposición y en el 
diverso 101 de la ley destacada, pues  en el supuesto no lo realizó. 

46. Ello, ya que fue arbitrio de la autoridad resolutora de abstenerse de 
sancionar y revisar con posterioridad si se actualiza alguno de los 
supuestos previstos en los artículos de referencia, pues en desde un 

20 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, mayo 
de 2010, página 830, registro digital: 164618. 
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primer momento debía verificarse si se actualizó o no los elementos del 
beneficio. 

47. Conforme a lo expuesto, en cumplimiento a los artículos 1°, 14 y 16 
constitucionales, en relación con los diversos 111 y 135 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativa, la autoridad estaba 
obligada a analizar en lo particular el beneficio contemplado en el 
artículo 77 de la Ley General destacada. 

48. Si existió una omisión de la autoridad tercera en el caso, y la 
responsable no efectuó el estudio particular sobre el multicitado artículo 
77, se trasgredió también el artículo 17 constitucional, al dictarse una 
sentencia que no atendió todos los aspecto inherentes a la litis. Ello 
pues, fue erróneo que la Sala considerara que la irregularidad que le fue 
imputada no fue controvertida en juicio, pues lo que planteó en juicio fue 
la observancia de una norma obligatoria en el procedimiento de 
responsabilidad administrativa, y por lo cual, no estaba obligada a 
controvertir la falta administrativa para la aplicación del beneficio en cita. 

49. Segundo concepto de violación. La Sala indebidamente declaro como 
infundado el argumento consistente en que la autoridad omitió observar 
lo establecido en el artículo 24 del “Acuerdo por el que se emiten los 
Lineamientos para el procedimiento de responsabllidad administrativa 
en la Administración Pública Federal”, insistiendo en que la obligación 
de analizar particularmente la procedencia del artículo 77 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas únicamente concurre 
cuando la autoridad resolutora determine no sancionar por actualizarse 
el beneficio y es cuando deberá justificar la procedencia de las 
hipótesis.

50. El mencionado artículo 24 se refiere a la generalidad de los 
Procedimientos de Responsabilidad Administrativa integrados con 
motivo de la actualización de faltas no graves, en consecuencia es un 
requisito para las autoridades substanciadoras y resolutoras realizar el 
análisis de las hipótesis de procedencia de los artículos 77 y 101 de la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas.

51. Tercer concepto de violación. La Sala omitió razonar de manera 
fundada y motivada la procedencia en el caso concreto del beneficio 
contenido en el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas.

52. Si bien en la sentencia de cuatro de marzo de dos mil veintiséis, la Sala 
señala que de la lectura a la resolución originalmente recurrida, no se 
advierte que la autoridad haya señalado que fue sancionado 
previamente por la misma falta administrativa no grave, por otra parte, 
concluyó indebidamente que de las pruebas ofrecidas por el suscrito no 
se advirtió que la conducta que me fue atribuida no es dolosa.

53. El entonces titular del Órgano Interno de Control en el Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México, S.A. de C.V. y con competencia 
en Servicios Aeroportuarios de la Ciudad de México, S.A. de C.V., hasta 
la resolución dictada en autos del recurso de revocación estableció: a) 
del expediente administrativo de responsabilidad no se deprende del 
ahora quejoso el conocimiento y el querer de un acto; b) su actuar no 
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estaba dirigido al resultado, sin embargo, en el desempeño de mis 
funciones y obligaciones en el cargo fue omiso de realizar la justificación 
de la procedencia de la adjudicación directa, ocasionando que no se 
aseguraran las mejores condiciones a la Entidad en cuanto a precio, 
calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes 
y no se acreditaran los criterios de economía, eficacia, eficiencia, 
imparcialidad y honradez; y c) concluyó,  que conocía las funciones y los 
principios que debía cumplir como servidor público, conocía su 
obligación y debió actuar con base en el principio de legalidad, máxime 
que no existe alguna situación o prueba dentro del expediente 
administrativo que corrobore la existencia de algún impedimento o razón 
justificada de la falta, por lo que sí existe "dolo eventual''.

54. Lo anterior es incorrecto pues desvirtuó en su escrito inicial de demanda 
que aun cuando conociera las funciones y obligaciones que tenía 
encomendadas, no era razón suficiente para suponer y sostener que la 
falta administrativa fue realizada con "dolo eventual".

55. La Sala omitió pronunciarse sobre sus argumentos en cuanto a la 
improcedencia del "dolo eventual", violentando el contenido de los 
artículos 1°, 14, 16 y 17 constitucionales, en relación con el numeral 50 
de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

56. La determinación de la Sala es contraria a derecho pues la autoridad 
investigadora tiene la carga de la prueba para demostrar la veracidad 
sobre los hechos materia de las supuestas faltas administrativas, así 
como la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas, 
conforme a lo previsto en el artículo 135 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas y la autoridad en ningún momento 
sustentó la acreditación del "dolo eventual" en alguna constancia del 
expediente administrativo  ********* 21 SACM o del propio recurso 
administrativo en comento, así como tampoco en la constancia 
********** 22 del diecisiete de febrero de dos mil veinticinco; 
limitándose a formular meras apreciaciones subjetivas.

57. Del expediente no se advierte que se acredite algún tipo de dolo en la 
conducta atribuida, lo que conforme al régimen del procedimiento de 
responsabilidad administrativa, debe imperar para efecto de poder 
determinar que el beneficio del artículo 77 es procedente; sin embargo, 
sin superar la duda razonable sobre la supuesta comisión dolosa de la 
falta administrativa, lo que realizó la Sala fue arrojar la carga de la 
prueba al suscrito para demostrar que no se actualizó el dolo, cuando 
en realidad, tal circunstancia debe emanar de los autos del expediente 
de origen.

58. De los conceptos de violación primero y segundo sintetizados se tiene 
que estos resultan esencialmente fundados.

59. De los conceptos de anulación formulados por la entonces parte actora 
se advierte que esta se dolió de que en la resolución de veintiocho de 
abril de dos mil veinticinco, por medio de la cual el titular del Área de 
Responsabilidades del Órgano Interno de Control en el Aeropuerto 

21 Número de expediente.
22 Número de constancia.
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Internacional de la Ciudad de México, S.A. de C.V. impuso la sanción, 
esta omitió analizar las circunstancias del asunto para determinar si se 
acreditaban los requisitos previstos en los artículos 77 y 101 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas, con independencia de 
que el beneficio fuera o no solicitado por el presunto responsable, de 
conformidad con el artículo 24 del "Acuerdo por el que se emiten los 
Lineamientos para el procedimiento de responsabilidad administrativa 
en la Administración Pública Federal", situación que fue replicada por la 
autoridad que resolvió el recurso de revocación.

60. Ese argumento fue resuelto por la Sala en el sentido de que  la 
interpretación del artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas en cuanto a que la autoridad "podrá" abstenerse de 
imponer la sanción, conforme a lo previsto en el artículo 16 
constitucional, del cual se desprende el sometimiento de las autoridades 
al principio de legalidad, que implica que sus actos no quedan sujetos a 
su voluntad, debe concluirse que el mencionado término "podrá" se 
refiere a la ausencia de obstáculos para abstenerse de imponer la 
sanción respectiva con motivo del procedimiento sancionador, pero no a 
una facultad discrecional que implique que la autoridad incumpla con la 
obligación de fundar y motivar su actuación.

61. Precisó que en ese sentido, a efecto de que la autoridad sancionadora 
se abstenga de imponer la sanción respectiva, deben actualizarse dos 
supuestos: que no se haya sancionado previamente por la misma falta 
administrativa no grave y no haber actuado con dolo.

62. Estimó que de la interpretación de los artículos 49, fracción 1, 75, 76 y 
77 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se tiene 
que la autoridad para determinar la existencia de responsabilidad 
administrativa por alguna conducta no grave, la autoridad no está 
obligada a determinar si la conducta es dolosa o no y tampoco es un 
elemento de individualización de la sanción, en consecuencia, será 
cuando la autoridad resolutora determine no sancionar por actualizarse 
el beneficio, que deberá justificar la actualización de las hipótesis 
señaladas en el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas.

63. La anterior determinación se considera incorrecta.

64. El artículo 24 del "Acuerdo por el que se emiten los Lineamientos para 
el procedimiento de responsabilidad administrativa en la Administración 
Pública Federal", establece:

Artículo 24. Abstención de sanción. En el caso de los PRA integrados 
con motivo de la actualización de faltas no graves, las autoridades 
substanciadoras y resolutoras analizarán las circunstancias del asunto, 
para determinar si se acreditan los requisitos previstos en los artículos 77 
o 101 de la LGRA; en cuyo caso, se abstendrán de imponer sanciones, 
según corresponda, con independencia de que el beneficio sea solicitado 
o no por los presuntos responsables.
Las citadas abstenciones se registrarán en el SIRA para los efectos 
legales conducentes.

65. Como se observa el mencionado artículo prevé, en los procedimientos 
de responsabilidad administrativa, las autoridades substanciadora y 
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resolutora analizarán las circunstancias del asunto, para determinar si 
se acreditan los requisitos previstos en los artículos 77 o 101 de la Ley 
General de Responsabilidades Administrativas y de ser el caso, se 
abstendrán de imponer sanciones, con independencia de que el 
beneficio sea solicitado o no por los presuntos responsables.

66. Por su parte el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, prevé:

Artículo 77. Corresponde a las Secretarías o a los Órganos internos de 
control imponer las sanciones por Faltas administrativas no graves, y 
ejecutarlas. Los Órganos internos de control podrán abstenerse de 
imponer la sanción que corresponda siempre que el servidor público: 
I. No haya sido sancionado previamente por la misma Falta 
administrativa no grave, y 
II. No haya actuado de forma dolosa. Las secretarías o los órganos 
internos de control dejarán constancia de la no imposición de la sanción a 
que se refiere el párrafo anterior. 
Las secretarías o los órganos internos de control dejarán constancia de la 
no imposición de la sanción a que se refiere el párrafo anterior.

67. Como se observa el legislador implementó una regulación especial para 
castigar las faltas administrativas no graves, en la que dispuso que debe 
sancionarse a los servidores públicos que las cometen; pero también 
estableció un mecanismo a través del cual los órganos internos de 
control se abstendrán de imponer la sanción correspondiente; y para 
ello, previó de manera concreta los supuestos específicos para actuar 
de esa forma.

68. En efecto, conforme al artículo en mención, corresponde a los órganos 
internos de control eximir a los servidores públicos que cometan faltas 
no graves cuando el interesado cumpla con los siguientes requisitos: a) 
que no haya sido sancionado previamente por la misma falta 
administrativa no grave; y, b) que no haya actuado en forma dolosa.

69. Es dable afirmar que, cuando el servidor público sometido a la 
investigación por responsabilidad administrativa no haya sido 
sancionado previamente por la misma falta no grave; y además, no 
hubiera actuado de forma dolosa, el órgano interno de control debe 
abstenerse de imponer una sanción al infractor.

70. Basta colocarse en las hipótesis que prevé la norma para considerar 
que el órgano interno de control, ante la actualización de una falta 
administrativa no grave, debe abstenerse de imponer la sanción, pues la 
ley no establece más requisitos que los ahí contenidos; esto es, al haber 
dos supuestos detallados, la autoridad está obligada a abstenerse de 
imponer sanciones administrativas en contra de un servidor público si se 
actualizan aquéllas; pues interpretarlo de otra forma permitiría a la 
autoridad actuar arbitrariamente ante una libre apreciación, ya que se 
dejaría a su voluntad determinar en qué casos sí puede dejar de 
imponer la sanción y en cuáles no, pese a existir hipótesis explicitas; lo 
que va más allá de la intención del legislador y el sentido de la norma, 
ya que, de haber querido otorgar discrecionalidad a la autoridad, no 
habría establecido dos situaciones explícitas.
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71. En ese contexto, contrario a lo estimado por la Sala responsable, el 
hecho de que el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas contenga la locución “podrá” no puede entenderse como 
una facultad discrecional del órgano interno de control para que se 
abstenga de imponer la sanción, sino como una facultad reglada; dado 
que el propio numeral establece de forma estricta bajo qué 
circunstancias va a operar la abstención a la que hace referencia. 

72. Sirve de apoyo a lo anterior la jurisprudencia  2a./J. 58/2018 (10a.)23 
emitida por la entonces Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubro y texto:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO 
DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), 
TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA. De la exposición de motivos que 
dio origen al artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que se 
implementó una mecánica de abreviación y simplificación cuando exista el 
riesgo de que se haya realizado una conducta reprochable de 
responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se encargue 
de manera exclusiva de investigar potenciales casos auténticos de 
gravedad, entre ellos de corrupción, descartando en ese momento otros 
actos donde la actuación del servidor público en la atención, trámite o 
resolución de asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un 
año, y que la inhibición se dé por una sola vez por un mismo hecho, 
sumado a que los efectos producidos se hubieran resarcido o 
desaparecido. En ese entendido, de suponer que aun cuando después de 
las investigaciones o revisiones practicadas se actualicen efectiva e 
indudablemente los supuestos a que se refiere aquel numeral, siempre 
que la probable infracción no sea considerada como grave por la misma 
ley, quede a juicio de la autoridad abstenerse o no de iniciar el 
procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas, se 
obstaculizaría la intención que se infiere del proceso legislativo y traería 
consigo una especie de esterilidad de la disposición. Por tanto, si la 
propia norma establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de 
iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna 
intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que efectivamente 
éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción considerada grave), 
por lo que no tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de 
concurrir aquéllas, si es que debe o no actuar en esos términos, pues al 
prever de manera concreta los supuestos específicos que generan la 
acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la 
medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco 
fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe 
seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en 
armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de 
una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja 
margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su 
actuar.”

73. En ese contexto resulta fundada la propuesta del entonces actor en el 
sentido de que el titular del Área de Responsabilidades del Órgano 
Interno de Control en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad de 
México, S.A. de C.V., se encontraba a obligado, en cumplimiento del 
artículo 24 del "Acuerdo por el que se emiten los Lineamientos para el 
procedimiento de responsabilidad administrativa en la Administración 
Pública Federal", a analizar los supuestos contenidos en artículo 77 de 

23 Registro digital: 2017185. 
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la Ley General de Responsabilidades Administrativas, para determinar 
si existía la posibilidad de abstenerse de imponer una sanción.

74. Por otra parte resulta esencialmente fundado el tercer concepto de 
violación en el sentido de que la Sala omitió razonar de manera fundada 
y motivada la procedencia en el caso concreto del beneficio contenido 
en el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, pues si bien la Sala señala que de la lectura a la 
resolución originalmente recurrida, no se advierte que la autoridad haya 
señalado que fue sancionado previamente por la misma falta 
administrativa no grave, esta omitió pronunciarse sobre sus argumentos 
en cuanto a la improcedencia del "dolo eventual",

75. De la lectura de los concepto de anulación formulados, se observa que 
en apartado “G.”, el entonces actor formulo una serie de argumentos en 
contra de la calificación de “dolo eventual” realizada por el titular del 
Órgano Interno de Control en el Aeropuerto Internacional de la Ciudad 
de México, S.A. de C.V., argumentos que si bien fueron sintetizados por 
la Sala en el apartado cuarto de la sentencia reclamada, respecto de 
ellos no existió pronunciamiento.

76. En efecto la Sala al respecto se limitó a mencionar que valoro las 
pruebas ofrecidas por el actor en su escrito inicial de demanda, 
concluyendo que no se advirtió que la conducta atribuida al demandante 
no haya sido dolosa, en consecuencia no procede la aplicación del 
beneficio previsto en el artículo 77 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas; sin formular pronunciamiento sobre 
los argumentos de anulación propuestos.

77. Además asiste razón a la parte quejosa cuando indica la Sala 
indebidamente el arrojó la carga de la prueba al suscrito para demostrar 
que no se actualizó el dolo.

78. El dolo debe entenderse como el conocimiento de los elementos 
objetivos y normativos que integran la conducta infractora y la voluntad 
de realizarla o aceptar su realización.

79. Esta noción aunque de naturaleza penal puede emplearse en el 
procedimiento de responsabilidad administrativa, en atención a que el 
derecho administrativo sancionador y el derecho penal, constituyen 
manifestaciones de la potestad punitiva del Estado.

80. Las consideraciones anteriores encuentran apoyo en la jurisprudencia 
P./J. 99/200624  , emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación de rubro, “DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. 
PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE 
A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO 
AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL 
ESTADO.”

81. Lo anterior pues cuando la autoridad atribuye una conducta dolosa en 
materia administrativa sancionadora, no basta con demostrar la 

24 Registro digital: 17448. 
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materialidad de los hechos que integran la infracción, sino que también 
debe justificar el elemento subjetivo de la conducta.

82. Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la tesis 1a. CVIII/200525  
emitida por la entonces Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, de rubro y texto:

“DOLO, CARGA DE LA PRUEBA DE SU ACREDITAMIENTO. Del 
artículo 8o. del Código Penal Federal, se desprende que los delitos 
pueden ser dolosos o culposos. El dolo no es más que la conciencia y 
voluntad de realizar el tipo objetivo de un delito, por ello constituye un 
elemento del mismo, en los delitos de carácter doloso. De ello que, con 
base en los principios de debido proceso legal y acusatorio -recogidos en 
el sistema punitivo vigente-, íntimamente relacionados con el principio de 
presunción de inocencia -implícitamente reconocido por la Carta Magna-, 
se le imponga al Ministerio Público de la Federación la carga de la prueba 
de todos los elementos del delito, entre ellos, el dolo. En efecto, el 
principio del debido proceso legal implica que un inculpado debe gozar de 
su derecho a la libertad, no pudiendo privársele del mismo, sino cuando 
existan suficientes elementos incriminatorios y se siga un proceso penal 
en su contra, en el que se respeten las formalidades esenciales del 
procedimiento y se le otorgue una defensa adecuada, que culmine con 
una sentencia definitiva que lo declare plenamente responsable  en  la 
comisión de  un delito. Por su parte, el principio acusatorio establece que 
corresponde al Ministerio Público la función persecutoria de los delitos y 
la obligación (carga) de buscar y presentar las pruebas que acrediten la 
existencia de éstos. Dichos principios resguardan, de forma implícita, el 
principio universal de presunción de inocencia consistente en el derecho 
de toda persona, acusada de la comisión de un delito, a ser considerada 
como inocente en tanto no existan pruebas suficientes que destruyan 
dicha presunción, esto es, que demuestren la existencia de todos los 
elementos del tipo así como de su plena responsabilidad en la comisión 
del delito y que justifiquen una sentencia condenatoria en su contra. Así 
pues, los citados principios dan lugar a que el indiciado no esté 
obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa la 
comisión de un delito, en tanto que no tiene la carga de probar su 
inocencia sino que es al Ministerio Público a quien incumbe probar los 
elementos constitutivos del delito -entre ellos el dolo- y la plena 
responsabilidad penal del sentenciado.”

83. En consecuencia, si la autoridad calificó la conducta atribuida al servidor 
público como dolosa, le correspondía justificar y acreditar ese elemento 
subjetivo, sin trasladar, al actor la carga de demostrar que actuó sin 
dolo, como lo hizo la Sala responsable.

V. DECISIÓN

84. Al haber resultado fundados los conceptos de violación formulados  lo 
procedente es conceder la protección constitucional para que la Sala 
responsable:

- Deje insubsistente la sentencia reclamada. 

- En su lugar emita una nueva en la cual, atenta a las 
consideraciones expuestas en este fallo, analice la obligación de 
la autoridad  sancionadora para pronunciarse acerca del beneficio 
previsto en el artículo 77 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

25 Registro digital: 175607. 
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- Analice los argumentos de la parte actora respecto de la 
actualización de un “dolo eventual” determinado por la autoridad 
resolutora del recurso de revocación; absteniéndose de trasladar 
la carga de la prueba el servidor público a quien se atribuye la 
conducta.

- Con base en lo anterior, resuelva con libertad de jurisdicción lo 
que en derecho estime procedente.

VI. PUNTO RESOLUTIVO

85. Por lo expuesto y fundado se resuelve:

86. ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a  **** ****** 
****** ******* 26 contra el acto, autoridad y para los efectos 
precisados en esta ejecutoria. 

Notifíquese; y con testimonio de esta ejecutoria devuélvanse los 
autos a la Sala de origen y, en su oportunidad, archívese este 
expediente como asunto concluido.

Así, por unanimidad de votos del magistrado Juvenal Carbajal Díaz 
(presidente), la magistrada Martha Patricia Sánchez Galavíz y el 
secretario en funciones de magistrado Moisés Chilchoa Vázquez, lo 
resolvió este Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, siendo ponente el primero de los 
nombrados. 

Firman; el magistrado, la magistrada y el secretario en funciones de 
magistrado, con la intervención de la secretaria de tribunal, quien 
autoriza y da fe.

MAGISTRADO PRESIDENTE
(FIRMA ELECTRÓNICA)

__________________________
JUVENAL CARBAJAL DÍAZ

MAGISTRADA
(FIRMA ELECTRÓNICA)

________________________
MARTHA PATRICIA SÁNCHEZ GALAVÍZ

SECRETARIO EN FUNCIONES DE MAGISTRADO
(FIRMA ELECTRÓNICA)

_______________________
MOISÉS CHILCHOA VÁZQUEZ 

26 Nombre de la persona quejosa.
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SECRETARIA DE TRIBUNAL
(FIRMA ELECTRÓNICA)

_______________________________
CLAUDIA CRUZ RAZO

CCR/jjr

El día de la última firma y autorización en el Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes, la suscrita 
Claudia Cruz Razo, secretaria del Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, hago constar y certifico que en términos de lo previsto en los artículos 5, 16, 22, 115, 
120 y demás conducentes de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, esta 
versión pública suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que 
encuadra en esos supuestos normativos. Conste.

En Ciudad de México, a treinta de septiembre de dos mil veintiséis, Claudia Cruz Razo, secretaria del 
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, CERTIFICA: que la 
totalidad de las actuaciones judiciales que anteceden, así como las promociones, documentos y anexos 
relativos, se encuentran debidamente digitalizados e incorporados al expediente en su totalidad; lo 
anterior, con fundamento en el artículo 3, párrafo octavo, de la Ley de Amparo. Doy fe.

Esta hoja corresponde al amparo directo 30, resuelto en sesión ordinaria virtual de treinta de septiembre 
de dos mil veintiséis. Conste.

Se giraron los oficios 27929 y 27930
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Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213173767

Datos estampillados: 38Ingla3+XR+opOGQgp1vqvgG5Y=
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FIRMANTE
Nombre: JUVENAL CARBAJAL DIAZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.07.0d Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/09/26 20:42:22 - 30/09/26 14:42:22 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

79 61 f9 3b d8 fb d3 79 f5 8b d2 4a 90 97 36 e9
be 50 ea 1b fa 85 3c 51 8b 21 9c f5 81 b7 21 dc
a8 8a 8a 2a cc 5a 28 14 ca f5 94 7b ea 2c 9c bd
1a 50 20 58 bd 23 d8 ab eb 7f 1a 31 5b 4b fe 5c
0e 15 01 1d 33 02 cf f9 cc 7f 85 e9 0f 56 9c cf
3c 00 34 bc 96 47 d0 54 7e fd 96 95 7b ae a2 af
f4 ce 9c 93 a4 75 9e 8a 92 d7 4b 22 f4 b3 0f 8d
09 e8 6c e9 38 d3 e9 c2 6a f2 99 9c 9f 76 43 23
eb 53 ed b5 c4 f3 8d 63 35 dc 55 a6 d0 53 71 a9
d0 57 22 2e dc 87 3a 65 52 38 68 5b 5a 8d 2c ad
53 e9 23 77 b2 57 27 74 a5 c4 b5 36 a7 99 12 77
2a 26 93 91 44 f9 3c b2 7b a2 c3 eb a8 1f 01 f7
ae 9f fd 8b b9 f3 5d 91 fa e8 be df 33 dd 1e 22
15 40 67 65 81 b5 0e 9b 0e 90 aa 92 41 79 ec b3
65 23 6c 03 d6 b7 54 00 d3 36 5a 96 1e 99 1b 13
2a 37 31 74 73 a4 2b 54 3f d6 b3 a6 8d 31 44 c6
8f 1c b7 37 8e c1 89 e5 0f 40 f0 89 da 66 48 fc
17 64 93 09 3d f0 5b 6a 9c 2d a1 82 9f e7 58 0f
01 bd 0a 06 68 ff 2f 85 f3 95 f2 a6 61 1a ef b4
91 f1 4a 88 d7 a7 fe 11 42 03 c1 10 d8 5a 1a 52
b9 8c a1 b1 bd a5 93 72 c2 fb be b1 a7 59 aa 7a
2a d2 7d fc 76 a1 d4 4e f9 d5 90 45 5d 62 39 a2
c0 0c c9 0c 4a a1 82 b0 f0 76 e0 d2 3d 5d 64 3d
93 9a a5 f4 94 ba dc 7b a7 54 eb 99 a3 ca 1d 1e

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:42:22 - 30/09/26 14:42:22

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.07.0d

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:42:23 - 30/09/26 14:42:23

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213260610

Datos estampillados: Npv7Lb3U7352YGu+6u7t1+yTmYQ=
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FIRMANTE
Nombre: MOISES CHILCHOA VAZQUEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.74.64 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/09/26 20:51:28 - 30/09/26 14:51:28 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

93 f6 81 87 88 b7 03 13 13 3e 63 9f c1 61 23 bc
9e c5 ff e9 fd a0 e5 bd 8e 37 b5 d5 9c 19 db 8c
20 54 dd 7b a5 ef e2 4b 3b 92 02 d5 9d cc 5d 82
bf 39 1f 2e 03 22 9d 1f 90 e9 43 50 1e bc 71 49
2e 5e 31 5c d8 47 97 7a db a0 70 e1 e9 36 01 34
d0 7a 6b a8 a4 83 a2 c0 ee 9f 9d ce 12 c6 7e fc
61 fe 11 a2 cc cb 01 0a 6a 44 ac b9 bc 14 91 2e
28 bd 3d 5a 33 07 a2 35 8e 24 95 d6 d7 fa e0 20
b5 0b 37 ce 56 e8 b6 24 38 e8 94 5b 60 fa 5a 61
c1 04 16 75 6a 86 c6 c8 b0 fa c8 e4 31 f9 c3 1b
45 5e e8 67 11 e6 91 b5 1e 1d dd 31 88 fa 37 8d
bd 4a 17 38 d7 da ed a0 25 d6 c1 10 fa 7e 29 e1
83 5b 7e 45 87 1e ca e1 db 1f f9 c7 91 70 12 11
76 c2 c7 58 63 80 ce 72 27 9f 65 77 e8 4e 89 f4
7f d7 24 1c 20 f2 41 5e e6 92 ec c3 e5 4a 1a c0
20 ea f8 b3 23 c7 9b af 20 f3 bc 11 8b d4 c4 d7
90 9d 06 ab 1a 93 60 ea d0 64 77 15 70 0e e4 b5
c2 b6 4f c1 2a 44 f5 7b 12 7a 8c a4 6a 63 1c aa
cf 6d 53 fa 78 e0 1d 01 03 3f e7 40 7d 7c 5e e0
b1 6d 9e f0 f8 df ab de dc 42 3b 6e 5b 73 64 2d
6c a3 32 3e dd de 74 0d 64 82 63 c9 a5 3b cd e9
99 6e c6 8f 29 20 4d 2e 71 7f ce a9 e6 f1 44 63
a7 79 04 b4 e4 3b e0 83 fc ea a1 eb d4 4b 3f 21
f0 97 6e c9 f0 c9 d6 e2 90 bd a8 42 04 8a d3 10

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:51:29 - 30/09/26 14:51:29

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.74.64

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:51:29 - 30/09/26 14:51:29

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213274308

Datos estampillados: I9aWdJVJ/afgEB0UysgNmqByJv4=
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FIRMANTE
Nombre: MARTHA PATRICIA SANCHEZ GALAVIZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.25.cc Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

30/09/26 20:51:47 - 30/09/26 14:51:47 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

47 d4 44 94 d9 0a aa f0 30 ba 91 d0 55 fa 88 99
18 e5 c7 b0 10 38 b4 f5 0e 5e ef 7b 9e 3f 04 d4
3b 63 2d cd 69 b1 c5 d9 37 0d 34 b8 8d 57 a6 c4
7d 62 91 de 84 e6 4d 0b 4c fc b7 fe 2c 26 e0 2c
3d e3 17 c8 1c e5 86 0d 6f 3a 44 0c 64 e2 f4 ab
2a 9f 98 c9 23 de e3 6f 2f bc 52 73 f4 00 32 b0
5f b2 8e 65 51 89 c6 be b7 9d 82 5a d2 36 04 2f
3b 49 8d a0 01 15 1f ef 00 28 4d ae 48 a3 5d 05
a6 b7 b4 fd 2a a9 af 1f cb 09 ea 52 08 2b af 40
0d 7a 59 8f 18 92 ba e3 b1 57 3c 6f d1 26 64 35
66 b4 42 39 7c e3 d0 d3 46 06 78 bd fa 67 3d 8e
1d 93 7f c3 29 50 18 a4 c6 fe b6 62 f5 09 d2 1e
5c d2 56 48 3b 5c d4 8f e9 e9 35 6b 6f 35 df c2
c1 6d 6d 39 88 c7 35 ba 49 e4 ca 5f c2 8a ec 01
ad d8 af bd ed 29 7b 55 7a 8b 65 ea 47 90 98 6f
9d 30 52 75 4e 4c 83 7a 84 d9 40 f2 9a f9 4b d5
c9 85 8a f2 65 8a 88 bb af c1 85 70 29 12 fc f0
69 ca 65 1b c0 fd 36 eb ad 52 08 12 4a c1 f6 56
20 28 bc 42 34 8f 53 6f 14 cf f7 fc ec 49 25 d9
00 c9 58 89 84 a1 a4 3f 0d da eb e4 73 1a 8d b9
7f 00 98 a0 01 8e eb e0 be e7 96 d2 7f 29 55 aa
25 65 d8 13 d7 52 ba 57 4f 60 11 2e 9a f5 ca ef
b8 ae ae 44 81 71 e5 c6 f1 17 a0 b2 2d 1e 57 24
79 64 ac 70 c6 ff b0 19 7a 32 4f d8 d5 e1 0a 6d

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:51:47 - 30/09/26 14:51:47

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.33.00.00.00.00.00.00.00.00.00.02.25.cc

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 30/09/26 20:51:48 - 30/09/26 14:51:48

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 213274607

Datos estampillados: /Htlnnvj+deLHxXowQnCXI9442E=
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aEl treinta de septiembre de dos mil veintiseis, la licenciada Claudia Cruz

Razo, Secretario(a), con adscripción en el Décimo Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, hago constar y
certifico que en esta versión pública no existe información clasificada como
confidencial o reservada en términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública. Conste.


